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T.D.: 1571955
OPINIÓN Nº 036-2012/DTN

Entidad:
Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria - SUNAT
Asunto:
Vigencia contractual e impedimentos para celebrar prórrogas con un contratista impedido
Referencia:
Oficio Nº 04-2012-SUNAT/4G0000
1. ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, el Intendente Nacional de Administración de la SUNAT,  consulta sobre si la prórroga de un contrato de arrendamiento de bien inmueble constituye un nuevo contrato. Adicionalmente, se solicita que se precise si existe impedimento legal para que una Entidad celebre dicha prórroga con un contratista impedido con posterioridad a la suscripción del contrato.
Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, es necesario precisar que las consultas que absuelve este Organismo Supervisor son aquellas referidas al sentido y alcance de la normativa de contrataciones del Estado, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí, sin hacer alusión a asuntos concretos o específicos, de conformidad con lo dispuesto por el literal i) del artículo 58 de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobada mediante Decreto Legislativo Nº 1017 (en adelante, la “Ley”), y la Segunda Disposición Complementaria Final de su reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 184-2008-EF (en adelante, el “Reglamento”).

En ese sentido, las conclusiones de la presente opinión no se encuentran vinculadas necesariamente a situación particular alguna.
2. CONSULTAS Y ANÁLISIS

Las consultas formuladas son las siguientes:

2.1 “Si la prórroga de un contrato de arrendamiento de bien inmueble, gestionada en el marco de lo dispuesto por el inciso 4) del artículo 150 del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, constituye un nuevo contrato.”
2.1.1 En primer lugar, debe indicarse que el primer párrafo del artículo 149 del Reglamento establece que “El contrato tiene vigencia desde el día siguiente de la suscripción del documento que lo contiene o, en su caso, desde la recepción de la orden de compra o de servicio”. Asimismo, el segundo párrafo del mismo artículo expresa que “Tratándose de la adquisición de bienes y servicios, el contrato rige hasta que el funcionario competente dé la conformidad de la recepción de la prestación a cargo del contratista y se efectúe el pago”. (El subrayado es agregado).
De esta manera, el referido artículo establece que el periodo de vigencia contractual en la adquisición de bienes y servicios se extiende desde la suscripción del contrato o la recepción de la orden de compra o de servicio hasta la conformidad de la prestación a cargo del contratista y el pago correspondiente, extendiéndose de manera general hasta por un ejercicio presupuestal.
2.1.2 Adicionalmente, el artículo 150 del Reglamento establece los casos especiales de vigencia contractual. Así el numeral 1 del referido artículo establece que “Las Bases pueden establecer que el plazo del contrato sea por más de un ejercicio presupuestal, hasta un máximo de tres (3), salvo que por leyes especiales o por la naturaleza de la prestación se requieran plazos mayores, siempre y cuando se adopten las previsiones presupuestarias necesarias para garantizar el pago de las obligaciones”. (El subrayado es agregado).
Asimismo, el numeral 4 del mismo artículo establece que “Cuando se trate del arrendamiento de bienes inmuebles, el plazo podrá ser hasta por un máximo de tres (3) años prorrogables en forma sucesiva por igual o menor plazo; reservándose la Entidad el derecho de resolver unilateralmente el contrato antes del vencimiento previsto, sin reconocimiento de lucro cesante ni daño emergente, sujetándose los reajustes que pudieran acordarse al Índice de Precios al Consumidor que establece el Instituto Nacional de Estadística e Informática - INEI.”. (El resaltado es agregado).
En ese sentido, la normativa de contrataciones del Estado establece como regla general que los contratos son improrrogables, que su vigencia dependerá de la naturaleza del contrato y se extenderán como máximo por un ejercicio presupuestal. 
Sin embargo, excepcionalmente, para el caso de contratos que tengan como objeto el arrendamiento de bienes inmuebles, se establece que la vigencia de estos contratos podrán ser hasta por un máximo de tres (3) años prorrogables en forma sucesiva por igual o menor plazo.  
2.1.3 Efectuadas las precisiones anteriores, debe señalarse que el término prórroga
 se entiende como la “Continuación de algo por un tiempo determinado”. En ese sentido, en el ámbito de las contrataciones públicas, la prórroga es entendida como la extensión del plazo de duración de un contrato suscrito entre una Entidad y un postor adjudicatario, manteniéndose las mismas condiciones inicialmente pactadas.
En efecto, Messineo
 expresa que la prórroga “se da cuando en un contrato próximo a vencerse, por acuerdo de las partes, se conviene en extender su duración, siendo el contrato el mismo de antes.” (El resaltado es agregado).
Por lo expuesto, el acto mediante el cual se celebra la prórroga de un contrato de arrendamiento de bien inmueble no constituye un nuevo contrato, sino que constituye un acto que extiende el periodo de vigencia del mismo, bajo las mismas condiciones, por un periodo de tiempo determinado.
2.2 “De considerar que la prórroga de un contrato de arrendamiento de bien inmueble no constituye un nuevo contrato, se precise si existe impedimento legal para que una Entidad celebre dicha prórroga con un contratista que tiene un pariente, dentro del cuarto grado de consanguinidad, que ha sido designado como Ministro de Estado de forma sobreviniente e imprevisible a la suscripción del contrato original.”
2.2.1 En principio, debe mencionarse que la normativa sobre contratación pública establece, como regla general, la posibilidad de que toda persona, sea natural o jurídica, pueda participar, en condiciones de igualdad, en los procesos de selección
 que llevan a cabo las Entidades, salvo que se encuentre imposibilitada de hacerlo por hallarse incluida en alguno de los impedimentos contenidos en el artículo 10 de la Ley.

En tanto el libre acceso a las contrataciones estatales se fundamenta en los principios que inspiran al régimen de contrataciones públicas, resulta necesario destacar que los impedimentos para ser participante, postor y/o contratista en las contrataciones del Estado, sólo pueden ser establecidos mediante ley o norma con rango de ley. Asimismo, la interpretación de los impedimentos debe ser restrictiva, evitándose la aplicación analógica a otros supuestos no contemplados por la Ley.
2.2.2 El artículo 10 de la Ley dispone que cualquiera sea el régimen legal de contratación aplicable, están impedidos de ser participantes, postores y/o contratistas: “a) En todo proceso de contratación pública, hasta doce (12) meses después de haber dejado el cargo, el Presidente y los Vicepresidentes de la República, los Congresistas de la República, los Ministros y Viceministros de Estado, los Vocales de la Corte Suprema de Justicia de la República, los titulares y los miembros del órgano colegiado de los Organismos Constitucionales Autónomos (…)” (El subrayado es agregado).
De esta manera, la Ley establece un impedimento para adquirir la calidad de participante, postor o contratista en cualquier tipo de proceso de contratación pública a los más altos funcionarios del Estado -entre estos, a los Ministros de Estado-, en razón de dos ámbitos: el espacial y el temporal. En virtud del ámbito espacial, estos funcionarios están impedidos de participar en cualquier contratación pública, a nivel nacional; y, en virtud del ámbito temporal, el impedimento alcanza hasta los doce (12) meses posteriores al término del ejercicio de su cargo.

Ahora bien, los Ministros ejercen sus funciones y culminan en las mismas por decisión del Presidente de la República
, por lo que su desempeño en el cargo carece de un periodo determinado de tiempo.
En consecuencia, en el caso de los Ministros el ámbito espacial del impedimento alcanza a todo el territorio nacional; y, el ámbito temporal, alcanza desde su designación hasta los doce (12) meses posteriores al término del ejercicio de su cargo.

Por tanto, los Ministros se encuentran impedidos de ser participantes, postores y/o contratistas, en toda contratación pública, hasta los doce (12) meses posteriores al término del ejercicio de su cargo.

2.2.3 Asimismo, el literal f) del artículo 10 de la Ley señala que también están impedidos de ser participantes, postores y/o contratistas, “En el ámbito y tiempo establecidos para las personas señaladas en los literales precedentes, el cónyuge, conviviente o los parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad;”.
Del literal citado, puede observarse que el impedimento del literal a) del artículo 10 de la Ley se extiende a los cónyuges, convivientes y a los parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad de los Ministros de Estado, dentro del mismo ámbito temporal y espacial establecido para estos.

En consecuencia, los cónyuges, convivientes y parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad de los Ministros de Estado se encuentran impedidos de ser participantes, postores y/o contratistas en toda contratación, hasta los doce (12) meses posteriores a la fecha en que el Ministro de Estado culmine el ejercicio de su cargo.

2.2.4 No obstante lo expuesto, cabe indicar que estos impedimentos se aplican en la etapa de selección de proveedores y/o para la suscripción de nuevos contratos, precisamente, porque constituyen impedimentos para adquirir la calidad de participante, postor o contratista, no siendo aplicables a contratos vigentes o en ejecución.
Asimismo, debe considerarse que no existe un impedimento específico que prohíba la suscripción de la prórroga de un contrato de arrendamiento o algún supuesto que regule los impedimentos sobrevinientes a la suscripción del contrato.

En esa medida, los impedimentos para adquirir la calidad de participante, postor o contratista en las contrataciones que lleven a cabo las Entidades, solo pueden ser establecidos mediante ley o norma con rango de ley. Asimismo, dichos impedimentos deben ser interpretados en forma restrictiva, no pudiendo ser aplicados por analogía a supuestos que no se encuentren expresamente contemplados en la ley.

Por tanto, considerando que una prórroga de contrato no implica la participación en un proceso de selección ni el surgimiento de una nueva relación contractual, no sería aplicable ningún impedimento sobreviniente a la referida relación.
Sin perjuicio de lo expuesto, como una decisión de su entera responsabilidad, la Entidad debe realizar un análisis de eficiencia y de tutela del interés público al celebrar la prórroga de un contrato que tiene como contratista a un proveedor impedido para celebrar nuevos contratos.
3. CONCLUSIONES

3.1
La prórroga de un contrato de arrendamiento de bien inmueble no constituye un nuevo contrato, solo extiende el periodo de vigencia del mismo, bajo las mismas condiciones y por un periodo de tiempo determinado.

3.2
Cuando un contratista se encuentre impedido para adquirir la calidad de participante, postor o contratista de manera sobreviniente a la suscripción del contrato de arrendamiento de inmueble, no existirá impedimento legal para que celebre con la Entidad la prórroga del referido contrato, en tanto la normativa de contrataciones del Estado no ha regulado dicho supuesto como una causal de impedimento.
Jesús María, 5 de marzo de 2012
AUGUSTO EFFIO ORDÓÑEZ
Director Técnico Normativo
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� MESSINEO, Francesco. Doctrina General del Contrato. Tomo II. Buenos Aires: Ediciones Jurídicas Europa – América, 1952. Pág. 205


� Ello en concordancia con los principios de Libre Concurrencia y Competencia y de Trato Justo e Igualitario, regulados en el artículo 4 de la Ley:





“c) Principio de Libre Concurrencia y Competencia: En los procesos de contrataciones se incluirán regulaciones o tratamientos que fomenten la más amplia, objetiva e imparcial concurrencia, pluralidad y participación de postores.


(…)





k) Principio de Trato Justo e Igualitario: Todo postor de bienes, servicios o de obras debe tener participación y acceso para contratar con las Entidades en condiciones semejantes, estando prohibida la existencia de privilegios, ventajas o prerrogativas.”





� De conformidad con lo establecido en el artículo 122 de la Constitución Política del Perú que establece que: “El Presidente de la República nombra y remueve al Presidente del Consejo.  Nombra y remueve a los demás ministros, a propuesta y con acuerdo, respectivamente, del Presidente del Consejo”.





